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Séptima. Subvención de la AEMA y de la Administración General
del Estado.—El Centro Nacional de Información Geográfica abonará a la
Consejería de Medio Ambiente de la Comunidad Autónoma del Principado
de Asturias la cantidad de veintidós mil setecientos treinta y cuatro euros
y noventa y ocho céntimos (22.734,98 euros), correspondientes a la parte
de la subvención de la Agencia Europea de Medio Ambiente y de la Admi-
nistración General del Estado (AGE) para realizar la actualización de la
base de datos de ocupación y usos del suelo hasta el nivel cinco de cla-
sificación de la información, en el ámbito geográfico de la Comunidad
Autónoma del Principado de Asturias.

Esta cantidad será abonada por el CNIG a la Consejería de Medio
Ambiente de la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias en dos
entregas, cada una por importe del 50 % del total. Una, a una a la firma
del Convenio, siempre y cuando en ese momento el CNIG haya recibido
ya la subvención de la AEMA, y la cantidad restante a la entrega por
parte de la Consejería de Medio Ambiente de la Comunidad Autónoma
del Principado de Asturias de los productos resultantes del trabajo de
este Convenio.

Octava. Obligaciones específicas.—1. Los firmantes del convenio,
como responsables de la coproducción de las bases de datos resultantes
del mismo, responderán de la autoría, originalidad y uso pacífico de los
datos, asegurando que no se viola o infringe ningún derecho a terceros,
y que los datos incorporados en los productos resultantes no modifican
la información geográfica aportada por el Centro Nacional de Información
Geográfica.

2. Los firmantes del convenio se comprometen a colaborar a que la
difusión y distribución de los datos resultantes del convenio sean óptimas.

3. La propiedad intelectual sobre la información y documentación
aportada por el Centro Nacional de Información Geográfica para la rea-
lización del objeto de la colaboración, corresponderá a dicho Organismo,
al IGN o a la Agencia Europea de Medio Ambiente, según la información
o documentación considerada. De igual forma, la información aportada
por la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias para la realización
del objeto de este Convenio y que no quede integrada en el producto
final será de propiedad exclusiva de la Comunidad Autónoma del Prin-
cipado de Asturias.

4. El «copyright» de la información resultante de la colaboración será
compartido entre el Centro Nacional de Información Geográfica, el Instituto
Geográfico Nacional y la Consejería de Medio Ambiente de la Comunidad
Autónoma del Principado de Asturias.

Novena. Cesión de derechos.—Los firmantes del convenio podrán con-
tratar o suscribir convenios con terceros para la realización parcial del
objeto de la colaboración, o para la aportación de otros datos comple-
mentarios, informando previamente a la otra parte de esta contratación.

Asimismo, podrán ceder parte de los derechos de propiedad del pro-
ducto, siempre que esta cesión no afecte a los derechos del otro firmante
del convenio y previo informe a éste.

Décima. Comisión de Seguimiento.—A la firma de este Convenio se
constituirá su Comisión de Seguimiento, en la que se integrarán seis per-
sonas, en representación de cada una de las partes firmantes de este Con-
venio. Una de las personas que participe en representación del CNIG será
el Director de dicho Organismo, quien actuará como Presidente de la Comi-
sión de Seguimiento, sin voto de calidad. De igual forma, y conforme a
lo previsto en el artículo 27 de la Ley 6/1997, de Organización y Fun-
cionamiento de la Administración General del Estado, la Comisión deberá
incluir a un representante del Delegado del Gobierno en la Comunidad
Autónoma.

Esta Comisión de Seguimiento se encargará de:

Dirimir los conflictos o controversias que pudieran surgir en el uso
de la ejecución, aplicación o interpretación de este Convenio.

Seguir la evolución técnica de la preparación del producto geográfico
objeto de este Convenio, así como de los procesos de control de calidad
e integración de la información geográfica digital resultante, según lo indi-
cado en la cláusula sexta.

Redacción de informes.

Undécima. Vigencia del Convenio.—El plazo de vigencia del presente
Convenio será desde momento de su firma hasta el 31 de diciembre de 2003.

Duodécima. Rescisión y resolución del Convenio.—Será causa de res-
cisión del presente Convenio de Colaboración el incumplimiento de alguna
de sus cláusulas.

Para ello, será necesaria la denuncia por una de las partes, con lo
cual se abrirá un plazo de un mes para que la otra parte pueda formular
su réplica y, a continuación, otro plazo similar para adoptar la decisión
definitiva. El acuerdo que refleje ésta, en caso de que implique la rescisión,

deberá contemplar las condiciones y plazos de resolución, y no debe pro-
ducirse perjuicio económico para ninguna de las partes.

Decimotercera. Jurisdicción.—Se aplicarán los principios generales
del Derecho Administrativo a la resolución de las dudas que pudiera plan-
tear el cumplimiento de este Convenio.

Las cuestiones litigiosas que puedan surgir en la interpretación o incum-
plimiento de las obligaciones que se deriven del presente Convenio, y
que no hayan podido ser dirimidas por la Comisión de Seguimiento creada
al efecto, se resolverán mediante la jurisdicción contencioso-administrativa
en la manera regulada por la Ley de la citada jurisdicción.

Y en prueba de conformidad, suscriben el presente Convenio de Cola-
boración por duplicado, en Madrid a 21 de mayo de dos mil tres.—El Director
General de Recursos Naturales y Protección Ambiental de la Comunidad
Autónoma del Principado de Asturias, Víctor Manuel Vázquez Fernán-
dez.—El Presidente del Centro Nacional de Información Geográfica, Alberto
Sereno Álvarez.

MINISTERIO
DE SANIDAD Y CONSUMO

15538 RESOLUCIÓN de 10 de julio de 2003, de la Subsecretaría,
por la que se publica el resumen de las cuentas anuales
del Instituto Nacional del Consumo correspondientes al año
2002.

Conforme con lo establecido en la normativa vigente, con fecha 2 de
julio de 2003, se ha procedido a la aprobación de las cuentas anuales
del Instituto Nacional del Consumo correspondientes al ejercicio 2002.

En el apartado primero, punto 6, de la Orden de 28 de junio de 2000
por la que se regula la obtención y rendición de cuentas a través de soporte
informático para los Organismos públicos a los que sea de aplicación la
Instrucción de Contabilidad para la Administración Institucional del Esta-
do, establece la obligatoriedad de publicar en el «Boletín Oficial del Estado»
la información que, según lo previsto en dicho apartado primero, pun-
to 3, de la citada disposición, conforma el resumen de las cuentas anuales
de los organismos públicos a los que resulta de aplicación la Instrucción
de Contabilidad para la Administración Institucional del Estado.

En consecuencia, en cumplimiento de lo dispuesto en la citada Orden,
resuelvo publicar en el Boletín Oficial del Estado, el resumen de las cuentas
anuales del Instituto Nacional del Consumo para el ejercicio 2002 que
se acompaña como anexo de la presente resolución.

Madrid, 10 de julio de 2003.—El Subsecretario, Pablo Vázquez Vega.

ANEXO

INSTITUTO NACIONAL DEL CONSUMO

Resumen de las cuentas anuales

Diligencia: Para hacer constar que todas las operaciones registradas
en el sistema de información contable de Instituto Nacional del Consumo
con imputación al ejercicio de 2002 han sido fielmente reflejadas en las
cuentas anuales correspondientes a dicho ejercicio.

En Madrid, a 2 de julio de 2003.—El Jefe de Contabilidad.

Doña Dolores Flores Cerdán, Vicepresidenta del Instituto Nacional del
Consumo, apruebo las cuentas anuales correspondientes al ejercicio
de 2002, así como su resumen, de acuerdo con lo que se establece en
la Orden del Ministerio de Hacienda de 28 de junio de 2000. La información
relativa a dichas cuentas queda contenida en un CDROM, debidamente
etiquetado, de acuerdo con lo que se establece en el anexo III de la citada
Orden, constando su resumen de 16 páginas numeradas correlativamente.

En Madrid, a 2 de julio de 2003.
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INSTITUTO NACIONAL DEL CONSUMO

Memoria organización. Ejercicio 2002

El Instituto Nacional de Consumo es un Organismo autónomo, depen-
diente del Ministerio de Sanidad y Consumo que, en desarrollo del artículo
51 de la Constitución y de la Ley 26/84 General para la Defensa de los
Consumidores y Usuarios, ejerce las funciones de promoción y fomento
de los derechos de los consumidores y usuarios.

Antecedentes

Los antecedentes del Instituto Nacional del Consumo los encontramos
en el año 1965 con la creación del Gabinete de Orientación al Consumo,
dependiente de la Comisaría General de Abastecimientos y Transportes.

En el año 1975 se crea el Instituto Nacional del Consumo por Decreto
2950/1975, de 7 de noviembre.

En 1977, por Decreto 3162/1977, de 11 de noviembre, el Instituto Nacio-
nal del Consumo se transforma en Organismo Autónomo.

En agosto de 1981 nace la Secretaría de Estado para el Consumo,
y el Instituto pasa a depender funcionalmente de ella. En diciembre del
mismo año, mediante Real Decreto 2924/1981, se adscribe al recién creado
Ministerio de Sanidad y Consumo, a través de la Secretaría de Estado
para el Consumo.

La estructura básica del Instituto queda determinada por el Real Decre-
to 1943/1986, de 19 de septiembre, por el cual la Secretaría de Estado
desaparece y se crea la Subsecretaría de Sanidad y Consumo de la cual
depende orgánicamente el Instituto Nacional del Consumo hasta la fecha.

Posteriormente, el Real Decreto 858/1992, de 10 de julio, configura
la estructura básica del Ministerio de Sanidad y Consumo, siendo modi-
ficado por el Real Decreto 1415/1994, de 25 de junio, que regulaba las
funciones del Instituto Nacional del Consumo.

El Real Decreto 1140/1996, de 24 de mayo, por el que se reestructuran
determinados organismos adscritos al Ministerio de Sanidad y Consumo,
en su preámbulo, afirma que «... se considera oportuno destacar en este
Real Decreto la importancia de las funciones que, en las presentes cir-
cunstancias, ha de conservar el Instituto nacional del Consumo, atribu-
yendo al propio Subsecretario del Departamento la responsabilidad inme-
diata de su gestión».

En la actualidad, el Real Decreto 840/2002, de 28 de julio, por el que
se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Sanidad y
Consumo, en su artículo 9, dedicado al Instituto nacional del Consumo,
establece que este «es el Organismo que ejerce, en desarrollo del artículo
51 de la Constitución y en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para
la Defensa de los Consumidores y Usuarios, las funciones de promoción
y fomento de los derechos de los consumidores y usuarios».

Funciones

El Instituto Nacional del Consumo es el organismo que ejerce, de acuer-
do con lo establecido en el artículo 51 de la Constitución y en la Ley
26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores
y Usuarios, las funciones de promoción y fomento de los derechos de
los consumidores y usuarios.

El Real Decreto 840/2002, de 28 de julio, en su artículo 9, desarrolla
la estructura básica del Instituto Nacional del Consumo.

Órganos rectores

Para el desarrollo de sus funciones, el Instituto cuenta con los siguientes
Órganos rectores:

Presidente: Corresponde la Presidencia al Subsecretario de Sanidad
y Consumo, quien asume la alta dirección del organismo, así como la
aprobación de los planes generales de actividad del Instituto.

Director: La Dirección del organismo la asume la Directora general
de Consumo y Atención al Ciudadano con las siguientes funciones:

La representación legal del organismo.
La ejecución y dirección estratégica de los planes generales con la

consiguiente evaluación y control de sus resultados.
Elaborar el anteproyecto de presupuesto y preparar la Memoria anual

relativa a las actividades del Instituto.
La dirección de personal y la coordinación general de las unidades

del Instituto.
La disposición del gasto y la ordenación de pagos, así como la cele-

bración de los contratos y convenios con entidades públicas y privadas
que sean precisos para el cumplimiento de sus fines.
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Subdirecciones Generales

A las dos Subdirecciones Generales con que cuenta el Organismo, les
corresponden las siguientes funciones:

Subdirección General de Ordenación del Consumo:

La propuesta de ordenación en materia de consumo, el apoyo técnico
a los servicios de inspección de consumo de otras Administraciones públi-
cas, así como el desarrollo de las funciones relativas al buen funcionamiento
del mercado para la protección del consumidor y la gestión de la red
de alerta de los productos de consumo no alimenticios.

La supervisión del Centro de Investigación y Control de la Calidad
(CICC) en la realización de análisis, pruebas y ensayos sobre la calidad
y seguridad de los bienes y servicios de uso y consumo, la formación
y asesoramiento de personal técnico, así como la actividad dirigida al
fomento de la calidad de aquéllos.

La información, formación y educación de los consumidores.
La promoción y realización de encuestas y estudios en relación con

el consumo, así como la interlocución con los sectores económicos para
la promoción de buenas prácticas y transparencia en su relación con los
consumidores.

La Secretaría de los Órganos de cooperación con las Comunidades
Autónomas y el apoyo a la Confederación Sectorial de Consumo.

El fomento y registro de las asociaciones de consumidores y usuarios,
así como el apoyo al Consejo de Consumidores y Usuarios.

Subdirección General de Arbitraje:

Implantación, desarrollo y difusión del Sistema Arbitral de Consumo,
en desarrollo de lo previsto en el Real Decreto 636/1993, de 3 de mayo,
y demás disposiciones vigentes.

La relación con las Juntas Arbitrales de Consumo constituidas y, en
especial, con la Junta Arbitral Central.

La preparación de acciones judiciales en defensa de los intereses gene-
rales de los consumidores según lo previsto en la legislación vigente.

Centro de Investigación y Control de la Calidad

El CICC es un conjunto de laboratorios que realizan análisis y ensayos
sobre productos presentes en el mercado español con el fin de evaluar
su conformidad con las Reglamentaciones Técnico-Sanitarias y Normas
de Calidad que los regulan.

Se creó en el año 1970 y desde 1986 se encuentra adscrito al Instituto
Nacional del Consumo.

La verificación de productos se realiza exclusivamente a petición de
Organismos de las Administraciones Públicas.

Para dar cumplimiento a lo dispuesto es el R.D. 1397/95, que transpone
la Directiva 93/96 CEE sobre medidas adicionales para el Control de Pro-
ductos Alimenticios, el CICC solicitó y obtuvo la acreditación por ENAC
de más de 300 procedimientos de ensayos físico-químicos y microbiológicos.

Desde 1992 el CICC tiene implantado un sistema de calidad, recogido
en su Manual de Calidad y Procedimientos Generales de Actuación, que
actualmente se ha adaptado a los requisitos de la Norma UNE-EN-
ISO 17.025.

Organización:

El CICC se integra en el Instituto Nacional del Consumo (INC), posee
su propia Dirección Técnica y cinco grandes divisiones que se distrubuyen
a su vez en diferentes Secciones, Departamentos y Unidades Analíticas.
(Instituto Nacional del Consumo, Director Técnico CICC).

En el Centro trabajan 120 personas de las que 90 son Titulados Supe-
riores y Técnicos Especializados.

Centro de Información y Documentación del Consumo

El Centro de Información y Documentación del Consumo (CIDOC) es
el área del INC que se encarga de elaborar y difundir información a los
consumidores y a las organizaciones y administraciones que se ocupan
de la defensa de sus derechos.

El CIDOC ofrece en estas páginas la Bases de Datos de Información
sobre Consumo que se agrupa en dos bloques temáticos: Uno jurídico,
que engloba tanto legislación como jurisprudencia de consumo y otro de
carácter bibliográfico, en el que están incluidas monografías, artículos y
la relación de revistas que se reciben en el CIDOC. Asimismo, incorpora
una herramienta denominada Catálogo de fuentes de información esta-
dística y cualitativas sobre Consumo, que sistematiza la búsqueda de bases
de datos sobre estudios, tanto públicos como privados, nacionales e inter-
nacionales.

El usuario puede acceder a esta información haciendo una selección
por campos en cada una de las Bases de Datos, o bien mediante la búsqueda
por tesauro que orienta al usuario en la elección del término adecuado
para consultar los documentos.

La Base de Datos de Información sobre Consumo incluye asimismo
un directorio de organizaciones de consumo españolas y extranjeras, cuya
búsqueda puede realizarse tanto por campos como mediante la navegación
por mapas.

Subdirección General de Arbitraje

La Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Con-
sumidores y Usuarios encomendó al Gobierno en su artículo 31 el esta-
blecimiento de un sistema arbitral que, sin formalidades especiales, aten-
diera y resolviera con carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes
las quejas o reclamaciones de los consumidores o usuarios, siempre que
no concurriera intoxicación, lesión o muerte, y no existieran indicios racio-
nales de delito.

Optar por un sistema de arbitraje como medio de resolución de los
conflictos de consumidores, era una decisión innovadora para la tradición
que en nuestro país tenía el arbitraje.

Este Sistema consiste en un procedimiento extrajudicial voluntario,
en el que se encomienda a un Colegio Arbitral la resolución de una con-
troversia, y tiene la misma eficacia que una Sentencia judicial.

Hasta entonces la única vía a la que cabía acudir era la judicial, pero
sus inconvenientes desanimaban a la mayoría de los consumidores, y el
conflicto quedaba si resolver. No hay que olvidar que en los conflictos
de consumo concurren una serie de connotaciones especialísimas; dese-
quilibrio entre las partes y contratos de pequeña cuantía.

De nada sirve proporcionar a los consumidores una sólida posición,
reconociéndoles derechos y acciones, si luego no disponen de cauces ade-
cuados para hacerlos valer.

En el año 1986 comienza a desarrollarse la «experiencia piloto» del
arbitraje de consumo, antes de su «implantación general y su regulación
legal», para conocer así las necesidades reales de su funcionamiento y
evaluar la aceptación entre consumidores y empresarios o comerciantes.

En el año 1988 se aprueba la Ley de Arbitraje y años después, el
3 de mayo de 1993, es aprobado el real Decreto que regula el Sistema
Arbitral de Consumo, estableciendo la creación de Juntas Arbitrales de
Consumo y el procedimiento a seguir para la decisión del conflicto.

Las características de este Sistema son:

Rapidez, porque se tramita en un corto espacio de tiempo. Máximo
cuatro meses desde que es designado el Colegio Arbitral.

Eficacia, porque se resuelve mediante un laudo sin necesidad de tener
que recurrir a la vía judicial ordinaria, y no existe límite máximo o mínimo
de la cuantía reclamada.

Voluntariedad, porque ambas partes se someten libremente al Sistema
para quedar vinculadas a las resoluciones.

Ejecutividad, porque los laudos —resoluciones arbitrales— son de eje-
cución obligada, como si se tratara de una sentencia judicial.

Economía, porque es gratuito para las partes, que deben costear sólo
en determinados supuestos, la práctica de peritajes.

En definitiva, el Sistema Arbitral de Consumo permite a las dos partes
resolver las controversias sin gastos y sin necesidad de recurrir a los
Tribunales de Justicia.

Objeto o ámbito de aplicación del Sistema Arbitral de Consumo:

El Sistema Arbitral de Consumo tiene como finalidad atender y resolver
con carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes las quejas o recla-
maciones de los consumidores y usuarios, en relación a sus derechos legal-
mente reconocidos, todo ello sin perjuicio de la protección administrativa
y judicial, pero el Real Decreto que lo regula señala que no podrán ser
objeto de arbitraje de consumo.

A) Las cuestiones sobre las que exista resolución judicial firme y
definitiva.

B) Aquéllas en que las partes no tengan poder de disposición.
C) Tampoco será posible el Arbitraje de Consumo en las cuestiones

en las que según la legislación vigente deba intervenir el Ministerio Fiscal.
D) Cuando concurra intoxicación, lesión, muerte o existan indicios

racionales de delito.

Órganos que intervienen en el Sistema Arbitral de Consumo:

Intervienen dos tipos de órganos, uno encargado de la administración
del arbitraje que son las Juntas Arbitrales, y otros que son los Colegios
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Arbitrales que son quienes conocen de la controversia concreta y emiten
el laudo. Éstos son designados para cada caso concreto.

Juntas Arbitrales de Consumo:

Pueden ser de ámbito municipal, de mancomunidad de municipios,
provincial y autonómico. Además, existe una Junta Arbitral Nacional que
conoce de las solicitudes de arbitraje cuyo ámbito excede del de una Comu-
nidad Autónoma, siempre y cuando los consumidores y usuarios estén
afectados por controversias que superen asimismo dicho ámbito. ¿A qué
Junta deben acudir los consumidores?

1) A la correspondiente al domicilio del consumidor.
2) Si en la población donde esté su domicilio existe más de una Junta,

se otorgará preferencia a la de inferior ámbito territorial.
3) Pero en todo caso, se salvaguardará la libertad de elección de la

Junta por las partes.

Estas Juntas están compuestas por un Presidente y un Secretario, car-
gos que recaen en personal al servicio de las Administraciones Públicas.

Actualmente existen:

1 Junta Arbitral Nacional.
18 Autonómicas.
10 Provinciales.
2 de Mancomunidad.

40 Municipales.

MINISTERIO DE ECONOMÍA

15539 RESOLUCIÓN de 23 de junio de 2003, del Instituto de Con-
tabilidad y Auditoría de Cuentas, por la que se publica
la Norma Técnica de Auditoría sobre «la auditoría de cuen-
tas en entornos informatizados».

En la actualidad, las distintas empresas y entidades utilizan, con carác-
ter general, sistemas informáticos en el procesamiento, registro, almace-
namiento, elaboración y presentación de su información financiera, además
de, en muchos casos, en el propio ejercicio de su actividad. Este hecho
afecta a los sistemas contable y de control interno de las entidades, por
lo que el auditor debe tener presente tal circunstancia en el desarrollo
de sus trabajos de auditoría de cuentas.

A estos efectos, con el objeto de establecer reglas y suministrar criterios
de actuación al auditor en los casos en los que la entidad auditada se
encuentre inmersa en un entorno informatizado, el Instituto de Censores
Jurados de Cuentas de España, el Consejo General de Colegios de Eco-
nomistas de España y el Consejo Superior de Colegios Oficiales de Titulados
Mercantiles de España presentaron ante este Instituto la Norma Técnica
de Auditoría sobre «la auditoría de cuentas en entornos informatizados»,
para su tramitación y sometimiento a información publica, conforme a
lo previsto en el artículo 5.2 de la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría
de Cuentas.

Por Resolución de 26 de septiembre de 2002 del Instituto de Con-
tabilidad y Auditoría de Cuentas se procedió a su publicación íntegra
en el propio Boletín de este Instituto, de septiembre de 2002 (núme-
ro 51), y a la oportuna reseña en el Boletín Oficial del Estado de 15 de
noviembre de 2002, para someterla al trámite de información pública pre-
visto legalmente.

En dicho trámite no se han presentado alegaciones al texto sometido
a información pública, por lo que, de acuerdo con lo establecido en el
citado artículo 5.2 de la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de
Cuentas, la Presidencia de este Instituto dispone lo siguiente:

Una vez superado el trámite de información pública, establecido por
la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas, se acuerda el
paso a definitiva de la Norma Técnica de Auditoría sobre «la auditoría
de cuentas en entornos informatizados», y se ordena, asimismo, su publi-
cación íntegra en el «Boletín Oficial del Instituto de Contabilidad y Audi-
toría de Cuentas» y la inserción de la oportuna reseña en el «Boletín Oficial
del Estado».

Madrid, 23 de junio de 2003.—El Presidente, José Luis López Combarros.

15540 RESOLUCIÓN de 25 de junio de 2003, del Instituto de Con-
tabilidad y Auditoría de Cuentas, por la que se publica
la Norma Técnica sobre «el informe especial requerido por
el artículo 3.6 del Real Decreto 1251/1999, de 16 de julio,
sobre sociedades anónimas deportivas.

El artículo 3 del Real Decreto 1251/1999, de 16 de julio, según la redac-
ción dada por el Real Decreto 1412/2001, de 14 de diciembre, establece
que los clubes deportivos que, por acceder a una competición oficial, deban
transformarse en sociedades anónimas deportivas, o las entidades que
ya ostenten esta forma social, habrán de disponer de un capital social
mínimo, cuya cuantía será fijada por una Comisión Mixta de transfor-
mación en función de diversos factores.

El apartado 6 de dicho artículo 3 establece que: «...En el caso de que
la documentación presentada no permita calcular con un margen de segu-
ridad razonable el saldo patrimonial neto del club que presentara la soli-
citud, la Comisión Mixta dictará resolución denegando la fijación del capital
social mínimo a efectos de transformación.

A estos efectos se considerará que no existe margen de seguridad razo-
nable cuando el informe de auditoría incluyera salvedades no cuantificadas
razonablemente.

No obstante, si el informe de auditoría incluyera salvedades que se
derivaran de incertidumbres o limitaciones al alcance que no permitan
su cuantificación, a los exclusivos efectos de la fijación del capital mínimo
a que se refiere este artículo se deberá mencionar en informe especial,
a título orientativo, el efecto potencial máximo de tales incertidumbres
o limitaciones de la siguiente forma:

1.o Pasivos por la cuantía máxima identificable.

2.o Activos por el total del valor neto contable del activo afectado.

Si existieran limitaciones o incertidumbres distintas a las procedentes
de activos o pasivos, cuya valoración no pueda realizarse, se entenderá
que no existe margen de seguridad razonable para la fijación del capital
mínimo.»

En este sentido se ha considerado conveniente elaborar una norma
técnica con la finalidad de definir los criterios de actuación del auditor
de cuentas en los casos en los que le sea solicitada por la entidad la
emisión del informe especial a que se refiere el artículo 3, apartado 6,
del Real Decreto 1251/1999, por haber contenido su informe de auditoría
de cuentas anuales salvedades no cuantificadas, así como establecer, a
título indicativo, el contenido que, generalmente, debe comprender dicho
informe, y proporcionar una guía para su elaboración.

A estos efectos, el Instituto de Censores Jurados de Cuentas de España,
el Consejo General de Colegios de Economistas de España y el Consejo
Superior de Colegios Oficiales de Titulados Mercantiles de España pre-
sentaron ante este Instituto la Norma Técnica sobre «el informe especial
requerido por el artículo 3.6 del Real Decreto 1251/1999, de 16 de julio,
sobre sociedades anónimas deportivas, conforme a la redacción dada por
el Real Decreto 1412/2001», para su tramitación y sometimiento a infor-
mación publica, de acuerdo con lo previsto en el artículo 5.2 de la Ley
19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas.

Por Resolución de 27 de septiembre de 2002 del Instituto de Contabilidad
y Auditoría de Cuentas se procedió a su publicación íntegra en el propio
Boletín de este Instituto, de septiembre de 2002 (número 51), y a la oportuna
reseña en el Boletín Oficial del Estado de 15 de noviembre de 2002, para
someterla al trámite de información pública previsto legalmente.

En dicho trámite no se han presentado alegaciones al texto sometido
a información pública, por lo que, de acuerdo con lo establecido en el
citado artículo 5.2 de la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de
Cuentas, la Presidencia de este Instituto dispone lo siguiente:

Una vez superado el trámite de información pública, establecido por
la Ley 19/1988, de 12 de julio, de Auditoría de Cuentas, se acuerda el
paso a definitiva de la Norma Técnica de Auditoría sobre «el informe espe-
cial requerido por el artículo 3.6 del Real Decreto 1251/1999, de 16 de
julio, sobre sociedades anónimas deportivas, conforme a la redacción dada
por el Real Decreto 1412/2001», y se ordena, asimismo, su publicación
íntegra en el «Boletín Oficial del Instituto de Contabilidad y Auditoría
de Cuentas» y la inserción de la oportuna reseña en el «Boletín Oficial
del Estado».

Madrid, 25 de junio de 2003.—El Presidente, José Luis López Combarros.


